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Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

en sesión correspondiente al día**********, emite la siguiente: 

 

S E N T E N C I A 

 

Por la cual se resuelve el amparo en revisión 283/2025, integrado con motivo 

del recurso de revisión interpuesto por representantes de las comunidades 

indígenas, todas del municipio de Hopelchén, Campeche, en contra de la 

sentencia dictada el veinticinco de junio de dos mil veinticuatro por el 

Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Campeche en el juicio de 

amparo 1301/2020.  

 
ANTECEDENTES 

 

1. Presentación de la demanda. El veintidós de diciembre de dos mil veinte, 

representantes de comunidades indígenas del municipio de Hopelchén, 

Campeche, promovieron demanda de amparo indirecto por diversas 

omisiones atribuidas a las siguientes autoridades señaladas como 

responsables: 

 

• Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales; 

• Comisión Nacional del Agua; 
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• Procuraduría Federal de Protección al Ambiente; 

• Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios; 

• Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural; 

• Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria; 

• Secretaría de Salud; 

• Secretaría de Medio Ambiente, Biodiversidad y Cambio Climático del 

Estado de Campeche; 

• Secretaría de Salud del Estado de Campeche; 

• Comisión para la Protección contra Riesgos Sanitarios del Estado de 

Campeche; 

• Secretaría de Desarrollo Rural del Estado de Campeche; y,  

• Ayuntamiento Constitucional del Municipio de Hopelchén, del Estado 

de Campeche. 

 

2. Preceptos constitucionales y convencionales vulnerados. Artículos 1, 

2, 4 y 6 de la Constitución Federal; 1, 2, 4, 5, 13, 21, 24 y 26 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos; 1, 2, 3, 10 y 11 del 

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 2, 6, 19, 26 y 

27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 1, 2, 10, 12 y 19 

del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 1, 

4, 5, 7, numerales 3 y 4 del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales en Países Independientes; XIX de la Declaración Americana sobre 

los Derechos de los Pueblos Indígenas; 29 de la Declaración de las 

Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; y 1, 3, 4, 5 

y 6 del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 

Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina 

y el Caribe (en adelante Acuerdo de Escazú).  

 

3. Conceptos de violación. En su demanda, las comunidades quejosas 

hicieron valer sustancialmente los siguientes argumentos:  
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• Que son usuarias de las aguas subterráneas ubicabas en el 

territorio que forma parte de los acuíferos Península de Yucatán, 

Xpujil, Cerros y Valles, los cuales han preservado como parte de su 

cosmología y es un elemento esencial para la vida y la continuidad 

como pueblos mayas; sin embargo, se ha documentado la 

presencia en el agua de residuos plaguicidas altamente peligrosos 

para las personas y el medio ambiente (primer concepto de 

violación).  

• Que la omisión de generar información relativa a las fuentes de 

contaminación existentes en el territorio de las comunidades sobre 

los riesgos y daños generados por la presencia de residuos de 

plaguicidas altamente peligrosos en el agua, así como por la 

exposición a dichas sustancias, vulnera su derecho de acceso a la 

información pública en relación con el derecho a un medio ambiente 

sano, al agua, a la salud, a la vida y a la integridad personal y 

cultural (primer concepto de violación).  

• Las autoridades responsables están obligadas a generar 

información pertinente, exhaustiva, científica, técnica y 

culturalmente adecuada sobre los riesgos, amenazas y peligros 

que implica la contaminación del agua subterránea, de conformidad 

con el artículo 6 de la Constitución Federal (primer concepto de 

violación).  

• La autorización, uso, aplicación y presencia de residuos plaguicidas 

altamente peligrosos en los territorios de las comunidades, viola su 

derecho al agua y a un medio ambiente sano (segundo concepto 

de violación).  

• Que en materia ambiental es aplicable el principio precautorio, 

establecido en el Acuerdo de Escazú y el Principio 15 de la 

Declaración de Río sobre Medio Ambiente y el Desarrollo; por ello, 

el juzgador debe poner en práctica acciones que sean eficaces para 

evitar la contaminación de los acuíferos, el agua de los pozos de 

donde se obtiene agua para el uso y consumo humano, así como 
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los posibles daños al medio ambiente, la salud humana, la vida e 

integridad personal; incluso, los alcances de ese principio los 

interpretó la Suprema Corte al resolver el amparo en revisión 

307/2016  (segundo concepto de violación).  

• La omisión de generar políticas públicas y normas oficiales 

mexicanas adecuadas que identifiquen y controlen las sustancias 

peligrosas como los plaguicidas altamente peligrosos que se 

vierten en el agua vulnera los derechos al agua, a la salud, a la vida 

y a la integridad personal de las comunidades quejosas (tercer 

concepto de violación).  

• El Estado tiene la obligación de garantizar el derecho a la salud, lo 

que incluye el acceso al agua limpia potable en condiciones 

sanitarias y adecuadas (tercer concepto de violación). 

 

4. Trámite. Del juicio de amparo correspondió conocer al Juzgado Primero de 

Distrito en el Estado de Campeche, el cual por auto de veintiuno de enero 

de dos mil veintiuno, previo desahogo de requerimiento a la parte quejosa, 

tuvo por presentada la demanda de amparo, la registró con el número de 

expediente 1301/2020 y la admitió a trámite; asimismo, requirió a las 

autoridades responsables su informe justificado, otorgó intervención al 

Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito al Juzgado y señaló 

fecha y hora para celebrar la audiencia constitucional.  

 

5. Sentencia. El diecinueve de abril de dos mil veinticuatro, el Juez de Distrito 

celebró la audiencia constitucional y dictó sentencia, la cual terminó de 

engrosar el veinticinco de junio de ese mismo año; en dicho fallo se 

determinó esencialmente: 

 

• Sobreseer respecto de algunos actos de la Secretaría de Medio 

Ambiente y Recursos Naturales, la Procuraduría Federal de 

Protección al Ambiente, la Secretaría de Salud, la Secretaría de 

Agricultura y Desarrollo Rural y el Servicio Nacional de Sanidad, 

Inocuidad y Calidad Agroalimentaria, la Secretaría de Desarrollo 
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Rural del Estado de Campeche, la Comisión Federal para la 

Protección contra Riesgos Sanitarios, toda vez que en sus 

informes justificados negaron dichos actos y, de conformidad con 

su reglamentación orgánica, no están obligadas a realizar las 

acciones que alegó la parte quejosa. 

  

• Negar el amparo a las comunidades quejosas por lo siguiente: 

 
a) Son infundados los conceptos de violación en los que alegan 

que no se garantizó su derecho al disfrute del agua y a un medio 

ambiente sano. Si bien es necesario implementar políticas 

públicas para garantizar la calidad del agua y un medio 

ambiente sano, lo cierto es que la parte quejosa no ofreció las 

pruebas periciales necesarias para demostrar sus afirmaciones, 

pues éste constituye el medio probatorio idóneo para determinar 

que la calidad del agua se proporciona conforme a los 

parámetros nacionales e internacionales. 

 

b) La pericial presentada por las comunidades sobre el uso de 

plaguicidas no se realizó directamente para verificar si existía 

contaminación del agua; es decir, mediante muestreos en el 

agua que comprueben la presencia de residuos peligrosos, por 

lo que no son datos fidedignos para tomar en consideración. 

 

c) De las documentales presentadas por la parte quejosa, emitidas 

por la Comisión Nacional del Agua, se advierte que se realizaron 

muestreos en diversos pozos del municipio de Hopelchén, 

Campeche, en los que se concluyó que no existían niveles 

elevados de glifosato que tuvieran efectos negativos, además 

de que la autoridad responsable manifestó que no se reportaron 

valores máximos. 
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6. Recurso de revisión. En contra de dicha sentencia, por conducto de sus 

representantes y mediante escrito presentado de manera electrónica el ocho 

de julio de dos mil veinticuatro, las comunidades quejosas interpusieron 

recurso de revisión, del cual correspondió conocer al Tribunal Colegiado del 

Trigésimo Primer Circuito, quien lo registró con el número de expediente 

490/2024 y admitió a trámite.  

 

7. Agravios. En el recurso de revisión, los ahora recurrentes sustancialmente 

aducen que la sentencia le causa agravio por las siguientes razones: 

 

• El órgano jurisdiccional no tomó en cuenta diversos aspectos 

relacionados con la producción de la prueba en materia ambiental y 

tampoco aplicó los principios previstos en el Acuerdo de Escazú, ya 

que la prueba en materia ambiental parte de una lógica y estándar 

distinto a los medios de convicción tradicionales y se aparta de la regla 

general de que quien afirma está obligado a probar. 

• El juzgador debió valorar todas las pruebas para determinar los daños 

o el riesgo, así como las violaciones a los derechos humanos al agua, 

a la información y al medio ambiente, por lo que debió allegarse de la 

mejor información científica disponible; sin embargo, al no hacerlo 

causó agravio a las comunidades indígenas y restó injustificadamente 

valor probatorio a los elementos de prueba presentados que sí 

demostraban la contaminación del agua, incluida la pericial que 

contenía los muestreos de los pozos.  

• Indebidamente, el Juzgador consideró que la prueba pericial y demás 

documentos ofrecidos por la parte quejosa no eran idóneas o 

suficientes para determinar si había o no presencia de contaminantes 

en el agua de la región; por lo cual se debió ordenar a la autoridad, 

practicar dichos monitoreos con el fin de allegarse de más elementos 

probatorios para conocer la verdad.  

• El Juez no aplicó los principios que rigen en materia ambiental como 

el precautorio, pro natura, pro agua, progresividad, equidad 

intergeneracional; pues a pesar de aceptar que había presencia de 
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plaguicidas en el agua, optó por no tomar medidas eficaces para 

impedir el daño. 

• No se tomó en consideración la identidad indígena de las 

comunidades quejosas, por lo que dejó de observar la perspectiva 

intercultural y su situación de vulnerabilidad estructural. 

 

8. Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción. El treinta de enero de 

dos mil veinticinco, la parte quejosa solicitó a la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación ejerciera su facultad de atracción. 

 

9. Por acuerdo de dieciocho de febrero de dos mil veinticinco, la Presidencia 

de la Primera Sala de la Suprema Corte tuvo por recibido el escrito y, ante 

la falta de legitimación del solicitante, sometió la solicitud a consideración de 

los Ministros de este Tribunal Pleno para que determinaran si, de oficio, 

hacían suya la petición de atracción. Dicha solicitud fue registrada con el 

número de expediente 63/2025. 

 

10. Mediante auto del veintidós de abril de dos mil veinticinco se informó que la 

entonces Ministra Ana Margarita Ríos Farjat hizo suya la solicitud para 

conocer del recurso de revisión; en consecuencia, el Tribunal Colegiado de 

origen ordenó la suspensión del trámite del recurso de revisión y remitió los 

autos a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

 

11. En sesión de veintiuno de mayo de dos mil veinticinco, por mayoría de cuatro 

votos, este Alto Tribunal determinó ejercer la facultad de atracción.  

 

12. Trámite ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Por acuerdo de 

treinta de junio de dos mil veinticinco, la entonces Presidenta de este Alto 

Tribunal registró el recurso de revisión con el número de expediente 

283/2025 y lo turnó al entonces Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.  

 

13. Returno. Por auto del dos de septiembre de dos mil veinticinco se returnó 

el expediente a la Ministra María Estela Ríos González.  
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I. COMPETENCIA 

 

14. El Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente 

para conocer del presente amparo en revisión, en términos de lo dispuesto 

en los artículos 107, fracción VIII, penúltimo párrafo, de la Constitución 

Federal; 80 Bis y 81, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo; 16, fracción 

II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro, 

así como el punto segundo, fracción IV del Acuerdo General Plenario 2/2025 

(12a.) de tres de septiembre de dos mil veinticinco, del Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en virtud de que el recurso de revisión se 

interpuso en contra de una sentencia dictada por un Juzgado de Distrito, 

respecto del cual esta Suprema Corte ejerció su facultad de atracción. 

 

II. OPORTUNIDAD 

 

15. El recurso de revisión se presentó dentro del plazo de diez días previsto en 

el artículo 86 de la Ley de Amparo, ya que la sentencia impugnada fue 

notificada al autorizado de las comunidades quejosas el veintiséis de junio 

de dos mil veinticuatro y el recurso se presentó el ocho de julio de ese año1.  

 

III. LEGITIMACIÓN 

 

16. El presente medio de impugnación se interpuso por las quejosas en el juicio 

de amparo 1301/2020, a través de su autorizada, personalidad que fue 

acreditada en dicho juicio y reconocida mediante acuerdo de veinticuatro de 

 
1 Dicha notificación surtió efectos el día hábil siguiente, es decir, el veintisiete de junio; por lo que el plazo 
de 10 días para interponer el recurso transcurrió del veintiocho de junio al once de julio dos mil veinticuatro, 
sin contar los días veintinueve y treinta de junio, así como seis y siete de julio de dos mil veinticuatro, por 
ser inhábiles, en términos del artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.  
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diciembre de dos mil veinte.  

 

IV. PROCEDENCIA 

 

17. Es procedente el estudio del presente recurso de revisión ante este Alto 

Tribunal, ya que fue interpuesto contra una sentencia dictada en un juicio de 

amparo indirecto respecto del cual se resolvió ejercer la facultad de 

atracción.  

 

18. De la síntesis a los agravios expresados por la parte recurrente, se advierte 

que no combatió el sobreseimiento, sino únicamente la negativa del amparo, 

en consecuencia, queda firme el sobreseimiento decretado por el Juez de 

Distrito, por lo que se procede al estudio de los agravios expresados por la 

parte recurrente.  

 

V. ESTUDIO DE FONDO 

 

19. La parte recurrente argumenta sustancialmente que el Juez de Distrito, de 

forma indebida, consideró que la prueba pericial y las demás documentales 

ofrecidas no eran idóneas o suficientes para determinar si había o no 

presencia de contaminantes en el agua de la región; asimismo, que en la 

sentencia reclamada se dejaron de aplicar los principios en materia 

ambiental (precautorio, pro natura, pro agua, progresividad, equidad e 

intergeneracional), pues a pesar de que se acreditó la presencia de 

plaguicidas en el agua, el juzgador no ordenó a las autoridades tomar 

medidas eficaces para impedir continuar con el daño ambiental. 

 

20. Las recurrentes también señalan que el Juez de Distrito, al momento de 

dictar la sentencia de amparo, no consideró la identidad indígena de las 

comunidades quejosas, por lo que dejó de observar la perspectiva 

intercultural y su situación de vulnerabilidad estructural. 

 

21. Antes de dar respuesta a los agravios planteados por la parte recurrente, 
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resulta necesario destacar los fundamentos y razonamientos que expuso el 

Juzgado de Distrito para negar el amparo, a saber:  

“(…).  
 
En el caso en concreto, la parte quejosa reclama que las autoridades 
responsables violentan su derecho al medio ambiente sano y al 
agua, al ser omisas en el cumplimiento de su deber y obligación 
pues refiere que no se implementan las políticas públicas necesarias 
para garantizar ese derecho, también refieren que no se les informa 
respecto de las sustancias que contienen los pozos, ni que, de 
acuerdo a la referida información se le actualice la normatividad 
correspondiente; sin embargo, no basta con realizar una 
aseveración, aunque dicha aseveración derive de una obligación de 
una autoridad responsable, sino que es necesario que se demuestre 
en qué omisión de manera específica la autoridad está incumpliendo 
con su obligación; en ese sentido, la parte quejosa no ofreció la 
prueba pertinente a efecto de sostener su dicho, esto es, no 
relacionó pruebas para comprobar que el medio ambiente, en 
específico del agua están contaminados con los agentes que refiere 
en su demanda de amparo y en qué cantidad.  
 
No obsta a lo anterior las periciales ofrecidas por la parte quejosa, 
pues a pensar (sic) que las mismas fueron perfeccionadas a través 
de la ratificación por este órgano jurisdiccional, sin embargo, las 
mismas se enfocan a responder preguntas sobre documentales 
existentes, y si bien es cierto que dichas documentales son públicas, 
sin embargo, no se puede llegar a que las misma cuentan con valor 
probatorio pleno en razón de que no se comprobó dentro del 
presente juicio que se hayan verificado y perfeccionado con las 
pruebas periciales correspondientes.  
 
(…)  
 
Sin embargo, dicha pericial no fue realizada directamente para 
verificar si existe contaminación en el agua, esto es, no se realizaron 
muestreos de agua en el que se determine la presencia de agentes 
tóxicos y/o residuos peligrosos para la salud humana, sino que la 
metodología aplicada por el perito, fue una investigación 
documental, esto es, una valoración de documentales a las que no 
se le puede dar valor probatorio pleno al no haber sido ratificadas en 
primera instancia, por lo cual no pueden considerarse datos 
fidedignos que puedan tomarse en consideración. 
 
Las pruebas periciales que eran necesarias en el presente caso, 
basándose en una metodología de análisis directos de muestreos 
de agua, tomados directamente de los pozos de agua de las 
comunidades quejosas de Hopelchén, ya que son las idóneas para 
determinar si hay concentración de alguna toxicidad, plaguicida, 
elemento u otra sustancia dispersa en el agua, y el porcentaje de 
esos materiales peligrosos para la salud humana. 
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Sin embargo; pese a diversas vistas que se le otorgó a la parte 
quejosa, no ofreció la prueba pertinente a efecto de comprobar que 
existe contaminación en los pozos de donde dichas comunidades 
extraen el agua para su consumo.  
Ahora bien, por lo que respecta a las documentales ofrecidas por la 
parte quejosa, marcados como anexos V, VI, VII y IX, se consideran 
fieles al provenir de una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones; 
aunado a que la parte quejosa no ofreció prueba alguna de la cual 
se advierta fehacientemente que dichos valores son inexactos o 
falsos, máxime que estuvo en aptitud de ofrecer las periciales que 
considerara pertinentes para demostrar que la calidad del agua de 
la totalidad de los pozos liberados se encontraba por debajo de los 
parámetros de inocuidad establecidos por la Organización Mundial 
de la Salud o de la Norma Oficial Mexicana, sin que hasta la fecha 
lo hubiera realizado. Así, del análisis de las documentales antes 
referidas se advierte que se ha realizado muestreo en diversos 
pozos en el Estado de Campeche, específicamente a dieciocho 
pozos en el estado de Campeche, dentro de los cuales ocho 
muestreos fueron dentro del municipio de Hopelchén, de los que se 
concluyó lo siguiente: (…). 
 
En ese sentido, no se advierte que exista una contaminación como 
lo refiere el quejoso, es más, la autoridad responsable manifestó que 
no se reportaron valores máximos aceptados en los Ley Federal de 
Derechos NOM-SSA-127 y Guías de la OMS, para el glifosato en 
agua, aunado a lo anterior, refirió que los niveles de la referida 
sustancia no representan efectos negativos en seres humanos.  
 
De ahí que si la parte quejosa no ofreció los medios de prueba 
idóneos para demostrar sus aseveraciones, sus conceptos de 
violación resultan infundados. 
 
Por todo lo antes expuesto y fundado lo que procede es negar el 
amparo y protección de la justicia de la unión a la parte quejosa, al 
no haber comprobado con las pruebas pertinentes la contaminación 
que dice contiene el agua que se extrae de los pozos.  
(…)”.  

Énfasis añadido. 

 

22. De lo anterior se advierte que el Juez de Distrito concluyó que la parte 

quejosa no ofreció los medios de prueba idóneos para acreditar sus 

afirmaciones y que para las periciales del caso debió utilizarse una 

metodología de análisis de muestreos de agua, tomados directamente de 

los pozos de las comunidades quejosas de Hopelchén; pues ésta constituía 

la prueba idónea para determinar si hay concentración de alguna toxicidad, 

plaguicida u otras sustancias dispersas en el agua, así como el porcentaje 

de concentración de esos materiales peligrosos para la salud humana.  
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23. Ahora bien, para analizar el fondo del asunto, por orden metodológico, el 

estudio del marco constitucional y convencional se realizará en dos 

apartados: A) Derecho humano a un medio ambiente sano; y B) Derecho 

de garantizar a los grupos y comunidades indígenas el acceso pleno a la 

jurisdicción del Estado, así como la aplicación de las normas jurídicas desde 

una perspectiva intercultural; y, posteriormente, se analizará el caso 

concreto en el apartado C). 

 

A) Derecho a un medio ambiente sano. 

 

24. El artículo 4º, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos reconoce que toda persona tiene derecho a un medio 

ambiente sano para su desarrollo y bienestar, por lo que corresponde al 

Estado garantizar el respeto a este derecho. Por su parte, el párrafo octavo 

de la misma disposición constitucional reconoce que toda persona tiene 

derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo 

personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible2. 

 

25. Asimismo, el artículo 8, numeral 3, del Acuerdo de Escazú prevé el acceso 

a la justicia en asuntos ambientales y establece que, para garantizar el 

derecho de acceso a la justicia, de acuerdo con sus circunstancias, cada 

Estado deberá contar, entre otros, con mecanismos para facilitar la 

producción de la prueba del daño ambiental, cuando corresponda y sea 

aplicable, como la inversión de la carga de la prueba y la carga dinámica de 

la prueba3.  

 
2 Artículo 4. (…). 
Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado 
garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien 
lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley. (…). 
Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y 
doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley 
definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos 
hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así 
como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines. (…).  
3 Artículo 8 
Acceso a la justicia en asuntos ambientales (…). 
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26. Ahora bien, al resolver el amparo en revisión 307/20164, este Alto Tribunal 

sostuvo que el artículo 15 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente 

y el Desarrollo define al principio de precaución en los siguientes términos: 

“Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar 

ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando 

haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica 

absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de 

medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del 

medio ambiente”5.  

 

27. Además, se estableció que un concepto toral del principio de precaución es 

el riesgo ambiental y, a partir de dicho principio, debe reconocerse la 

posibilidad de revertir la carga de la prueba a cargo del agente 

potencialmente responsable; lo anterior permite que el juzgador cuente con 

herramientas procesales a efecto de allegarse de todos los elementos 

probatorios necesarios para identificar el riesgo o el daño ambiental.  

 

28. Con base en el principio de precaución, resulta constitucional la toma de 

decisiones jurisdiccionales ante situaciones o actividades que puedan 

producir probables riesgos ambientales, aunque no se tenga certeza 

científica o técnica al respecto; esto es, una vez identificado el riesgo, la falta 

de pruebas científicas o técnicas no impide tomar las medidas necesarias 

para salvaguardar el medio ambiente. 

 

29. Por otra parte, en dicho precedente se sostuvo que el principio in dubio pro 

natura no está acotado al principio de precaución; es decir, no sólo resulta 

aplicable ante la incertidumbre científica, sino como mandato interpretativo 

 
3. Para garantizar el derecho de acceso a la justicia en asuntos ambientales, cada Parte, considerando 
sus circunstancias, contará con: (…).  
e) medidas para facilitar la producción de la prueba del daño ambiental, cuando corresponda y sea 
aplicable, como la inversión de la carga de la prueba y la carga dinámica de la prueba; (…).  
4 Resuelto en sesión de catorce de noviembre de dos mil dieciocho, por unanimidad de cinco votos.  
5 Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Conferencia sobre Naciones Unidas sobre 
el Medio Ambiente y el Desarrollo, 1992.  
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general de justicia en materia ambiental. Por tanto, ante cualquier conflicto 

ambiental, siempre debe prevalecer aquella interpretación que favorezca la 

conservación del medio ambiente.  

 

30. Este Alto Tribunal concluyó que, si de una valoración preliminar, el juzgador 

de amparo advierte que efectivamente se actualiza un riesgo de daño, 

entonces debe utilizar dos herramientas procesales con el objeto de 

allegarse de mayores elementos probatorios y así poder determinar la 

posible afectación al medio ambiente, a saber:  

 

a) Reversión de la carga probatoria conforme al principio de 

precaución. Se revertirá la carga probatoria a la autoridad 

responsable con el objeto de que sea ésta quien acredite que el riesgo 

de daño al medio ambiente advertido por el juzgador en realidad no 

existe. 

 

b) El papel activo del juzgador para allegarse de los medios de 

prueba necesarios. Ante la actualización del riesgo de daño 

ambiental, el juez adquiere un papel mayormente activo a partir del 

cual se encuentra facultado para recabar de oficio las pruebas que 

estime pertinentes a efecto de tener elementos que le permitan 

conocer, con mayor precisión, el riesgo de daño ambiental, sus 

causas, así como las posibles repercusiones al ecosistema que se 

estima vulnerado6.  

 

31. Sin dejar de señalar que en dicho precedente se precisó que la reversión de 

la carga probatoria no rompe con el principio de igualdad procesal de las 

partes; primero, porque el presupuesto para que se actualice parte de un 

 
6 Ley Federal de Responsabilidad Ambiental  
 
Artículo 34. El órgano jurisdiccional podrá allegarse oficiosamente de los medios de prueba que considere 
necesarios, sin más limitación que las establecidas en la ley. 
 
El Juez requerirá a la Secretaría y a la Procuraduría para que aporten todos los elementos periciales, 
testimoniales, documentales y demás indicios y elementos de prueba con los que cuenten. Los servidores 
públicos estarán obligados a cumplir con dicha obligación.  
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elemento objetivo (no necesariamente cierto) que es la generación de un 

riesgo ambiental y, segundo, porque dicha reversión tiene por objeto, 

justamente, compensar la asimetría existente entre las partes del proceso. 

 

32. En el mismo sentido, al resolver el amparo directo 20/20207, la extinta 

Primera Sala de esta Suprema Corte sostuvo que la valoración de riesgos y 

daños ambientales que presupone el derecho ambiental, por regla general, 

está condicionada por la incertidumbre científica y/o técnica. Así, en 

atención al principio de precaución, existe la posibilidad de revertir la carga 

de la prueba a cargo del agente potencialmente responsable.  

 

33. De dicha ejecutoria derivaron las jurisprudencias cuyo rubro y datos de 

localización son:  DAÑO AMBIENTAL. SUS CARACTERÍSTICAS Y SU 

ESTÁNDAR PROBATORIO8; y DAÑO AMBIENTAL. REVERSIÓN DE LA 

CARGA DE LA PRUEBA9. 

 

34. Asimismo, en dicha ejecutoria también se estableció que el principio in 

dubio pro natura debe entenderse como un mandato que obliga a la 

autoridad judicial a preferir aquella interpretación que favorezca la 

conservación del medio ambiente, así como a tomar todas las medidas 

necesarias para su protección, frente a cualquier conflicto ambiental en el 

que los daños o riesgos no puedan dilucidarse por falta de información.  

 

35. Lo anterior implica que la persona juzgadora debe tomar en cuenta que el 

daño ambiental no es un proceso único con un daño y efectos únicos, sino 

que los daños ambientales pueden generarse por una o varias acciones a 

lo largo del tiempo en un espacio no necesariamente delimitado.  

 

36. Dicho principio se encuentra estrechamente vinculado con otros, como el 

 
7 Resuelto en sesión de treinta de abril de dos mil veinticinco, por unanimidad de votos.  
8 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Primera Sala, Undécima Época, 1a./J. 129/2025 (11a.), 
libro 52, agosto de 2025, tomo II, volumen 1, página 241, registro digital: 2030810.  
9 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Primera Sala, Undécima Época, 1a./J. 131/2025 (11a.), 
libro 52, agosto de 2025, tomo II, volumen 1, página 240, registro digital: 2030809.  
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precautorio y el de prevención; por lo que, ante la duda, el juzgador debe 

optar por la decisión que favorezca a la protección de la naturaleza10. 

 

B) Comunidades indígenas.  

 

37. El artículo 2, apartado A, fracción XI, de la Constitución Federal, establece 

que la Nación Mexicana es única e indivisible, basada en la grandeza de 

sus pueblos y culturas; que en la Constitución se reconoce y garantiza el 

derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación 

y, en consecuencia, a la autonomía para, entre otras, acceder plenamente 

a la jurisdicción del Estado y para garantizar ese derecho, en todos los 

juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se 

deberán tomar en cuenta sus sistemas normativos y especificidades 

culturales con respeto a los preceptos constitucionales11.  

 

38. Asimismo, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales (Protocolo de San Salvador), en su artículo 11 prevé que toda 

persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con 

servicios públicos básicos; así como que los Estados Parte promoverán la 

protección, preservación y mejoramiento del medio ambiente12.  

 

39. El Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes de la Organización Internacional del Trabajo, en sus 

 
10 PRINCIPIO IN DUBIO PRO NATURA. SU CONTENIDO Y ALCANCE EN LOS JUICIOS EN LOS QUE 
SE RECLAMA UNA VULNERACIÓN AL MEDIO AMBIENTE. Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Primera Sala, Undécima Época, tesis: 1a./J. 135/2025 (11a.), libro 52, agosto de 2025, tomo 
II, volumen 1, página 243, registro digital: 2030863.  
11 Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible, basada en la grandeza de sus pueblos y culturas. 
(…). 
A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre 
determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: (…).  
XI. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y 
procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus sistemas 
normativos y especificidades culturales con respeto a los preceptos de esta Constitución. (…).  
 
12 Artículo 11 
Derecho a un medio ambiente sano 
1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos básicos. 
2. Los Estados Partes promoverán la protección, preservación y mejoramiento del medio ambiente. 
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artículos 3, numeral 1, 4, y 7, numeral 413, prevé que los pueblos indígenas 

y tribales deberán gozar plenamente de los derechos humanos y libertades 

fundamentales, sin obstáculos ni discriminación.  

 

40. También establece que deberán adoptarse las medidas especiales que se 

precisen para salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el 

trabajo, las culturas y el medio ambiente de los pueblos interesados. Tales 

medidas especiales no deberán ser contrarias a los deseos expresados 

libremente por los pueblos interesados; por lo que los gobiernos deberán 

tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger 

y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan.  

 

41. Por otra parte, la Ley de Derechos, Cultura y Organización de los Pueblos y 

Comunidades Indígenas del Estado de Campeche, reconoce como 

comunidades indígenas en el Municipio de Hopelchén, entre otras, a las 

comunidades siguientes: Cancabchén, Chun-Ek, Dzibalchén, El Poste, 

Hopelchén, Ich-Ek, Katab, Komchén, Pak-Chén, Pach-Huitz, San Juan 

Bautista Sahcabchén, Becanchén, Xcalot-Akal, Huechil Unidos, Xmabén, 

Xmejía y Yaxché-Akal14. 

 

 
13 Artículo 3 
1. Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los derechos humanos y libertades 
fundamentales, sin obstáculos ni discriminación. Las disposiciones de este Convenio se aplicarán sin 
discriminación a los hombres y mujeres de esos pueblos. 
2. No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de coerción que viole los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de los pueblos interesados, incluidos los derechos contenidos en el presente 
Convenio. 
Artículo 4 
1. Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para salvaguardar las personas, las 
instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio ambiente de los pueblos interesados. 
2. Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a los deseos expresados libremente por los pueblos 
interesados. 
3. El goce sin discriminación de los derechos generales de ciudadanía no deberá sufrir menoscabo alguno 
como consecuencia de tales medidas especiales. 
Artículo 7 (…). 
4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger y 
preservar el medio ambiente de los territorios que habitan. (…).  
14 Artículo 8 Bis. Para los efectos de esta Ley, se reconocen como comunidades indígenas del Estado de 
Campeche las siguientes: (…).  
En el Municipio de Hopelchén las comunidades de: Bolonchén de Rejón, Cancabchén, Crucero San Luis, 
Chan chén, Chencoh, Chun-Ek, Chunchintok, Chunyaxnic, Dzibalchén, El Poste, Francisco J. Mújica 
(Los Ucan), Hopelchén, Ich-Ek, Katab, Komchén, Pak-Chén, Pach-Huitz, Ramón Corona, Rancho Sosa, 
San Juan Bautista Sahcabchén, San Antonio Yaxché, Suc-Tuc, Becanchén, Ukúm, Vicente Guerrero 
(Iturbide), X-canhá, Xcalot-Akal, Xcanahaltún, Huechil Unidos, Xculoc, Xcupil, Xmabén, Xmejía, Yaxché-
Akal y El Pedregal. (…).  
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42. Al respecto, la extinta Primera Sala de este Alto Tribunal, al resolver el 

amparo en revisión 631/201215, determinó que conforme al mandato 

constitucional se reconoce la existencia de los sistemas normativos de los 

pueblos indígenas para regular y solucionar sus conflictos internos, es decir, 

su juris dictio que integra a sus órganos y normas dentro de la función 

judicial del Estado Mexicano; siempre y cuando se ajusten a la Constitución, 

respeten garantías individuales, los derechos humanos y, de manera 

relevante, la dignidad e integridad de las mujeres, para lo cual debe 

establecerse en la ley los casos y procedimientos para su validación por 

parte de la jurisdicción estatal.  

 

43. Además, se estableció que debe garantizarse a los grupos y comunidades 

indígenas el acceso pleno a la jurisdicción del Estado y, para ello, se precisa 

que en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o 

colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y 

especificidades culturales respetando los preceptos de la Constitución 

Federal.  

 

44. Esa previsión debe entenderse no como una mera opción o permisión para 

todas las autoridades jurisdiccionales, sino como un imperativo 

constitucional que condiciona e informa el resto de las normas, con el 

objetivo de posibilitar el ejercicio real de los derechos y la expresión de su 

identidad individual y colectiva de los ciudadanos indígenas, y superar 

paulatinamente la desigualdad de oportunidades que tradicionalmente les 

ha afectado16. 

 

45. En este sentido, con apoyo en los fundamentos y precedentes de este Alto 

Tribunal invocados, se procede a examinar los agravios expuestos por la 

parte recurrente.  

 
15 Resuelto en sesión de ocho de mayo de dos mil trece, por unanimidad de votos.  
 
16 PERSONAS INDÍGENAS. ACCESO PLENO A LA JURISDICCIÓN DEL ESTADO. INTERPRETACIÓN 
DEL ARTÍCULO 2o. APARTADO A, FRACCIÓN VIII DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Primera Sala, 
Novena Época, tesis: 1a. CCX/2009, tomo XXX, diciembre de 2009, página 290, registro digital: 165719.  
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C) Análisis del caso concreto.  

 

46. Resultan fundados los agravios de los recurrentes en los que hicieron valer 

que el Juez de Distrito arrojó indebidamente la carga de la prueba en 

perjuicio de las comunidades indígenas quejosas y restó, de manera 

injustificada, valor probatorio a las pruebas ofrecidas y desahogadas en el 

juicio de amparo.  

 

47. El a quo sostuvo que la pericial presentada por las comunidades sobre el 

uso de plaguicidas no se realizó directamente para verificar si existía o no 

contaminación del agua, es decir, mediante muestreos en el agua que 

comprobaran la presencia de residuos peligrosos, por lo cual no constituían 

datos fidedignos para tomarse en consideración. Además, el Juez, en la 

sentencia recurrida concluyó que, con las documentales ofrecidas por la 

parte quejosa, emitidas por la Comisión Nacional del Agua, se advirtió que 

se realizaron muestreos en diversos pozos del municipio de Hopelchén, 

Campeche, en los que se identificó que no existían niveles elevados de 

glifosato que pudieran tener efectos negativos y, por otra parte, que la 

autoridad responsable manifestó que no se reportaron valores máximos.  

 

48. Al respecto, este Tribunal Pleno considera que la especial configuración del 

derecho a un medio ambiente sano exige una aplicación coherente de los 

principios que rigen el juicio de amparo a efecto de hacerlo un medio eficaz 

para la protección de este derecho; de tal forma que, ante un riesgo probable 

de afectación al medio ambiente, la labor del Juez debe estar encaminada 

fundamentalmente a la protección de ese derecho reconocido en el artículo 

4o., párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para lo cual, el principio in dubio pro natura es aplicable 

independientemente de la certeza o incertidumbre de la situación de peligro 

que pudiera desprenderse de la información científica disponible. 

 

49. El juez debió darle valor probatorio indiciario a la documental identificada 
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como Anexo 6. Medición de glifosato en fuentes de abastecimiento del 

Estado de Campeche, en la cual se concluyó lo siguiente:  

 

“(…). Resultados (…). 
 
Del análisis instrumental se detecta la presencia de glifosato en los 
18 sitios de muestreo, de los cuales 13 se encuentran por debajo 
del límite de cuantificación (0.0005 mg/L); mientras que los 5 sitios 
restantes presentan concentraciones de glifosato por encima del 
límite de cuantificación: Pozo 1 del SAP de Alfredo V, Pozo del SAP 
de Dzilbalchén, Pozo del SAP de Pakchén, Campo menonita Nuevo 
Progreso y Pozo 1 SAP Hecelchakán; cuyas concentraciones se 
presentan en la Tabla 2 en rojo.  
 
(…)”.  

Énfasis añadido 

 

50. De dicha documental se puede concluir, que en el agua de la región del 

Municipio de Hopelchén, Estado de Campeche, existe presencia de 

plaguicidas, en concreto de glifosato. Efectivamente, de los dictámenes 

periciales en materia de toxicología de plaguicidas y calidad del agua, los 

cuales obran en autos del juicio de origen, se puede advertir lo siguiente:  

 

• La elevada solubilidad en agua de glifosato representa un riesgo 

importante de contaminación para las aguas superficiales y 

subterráneas de la zona, lo cual puede afectar de manera adversa la 

salud de los habitantes que dependen del consumo de estas aguas17;  

 

• La presencia de residuos de plaguicidas en mantos acuíferos y en una 

región donde se utilizan grandes cantidades de plaguicidas en la 

agricultura representa un riesgo para el medio ambiente18; 

 

• Los daños que puede producir el glifosato son efectos tóxicos en los 

 
17 Dictamen rendido por la perito en materia de toxicología de plaguicidas, **********, en su respuesta a la 
pregunta 12 (doce). Véase fojas seiscientos nueve a seiscientos setenta y tres del Tomo I del juicio de 
amparo 1301/2020.  
 
18 Dictamen rendido por el perito en materia de toxicología de plaguicidas, **********, en su respuesta a la 
pregunta 12 (doce). Véase fojas ochocientos setenta y uno a ochocientos noventa y dos del Tomo I del 
juicio de amparo 1301/2020.  
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ecosistemas, lo que incluye la contaminación del agua y la 

degradación del suelo; ello puede tener consecuencias negativas para 

la biodiversidad y la salud de los ecosistemas19;  

 

• En los reportes de la Red Nacional de Medición de la Calidad del Agua, 

descargados de la página electrónica oficial de la Comisión Nacional 

del Agua20, existen resultados del monitoreo del agua del acuífero en 

el municipio de Hopelchén en el Estado de Campeche, en los que se 

destacan concentraciones para componentes de plaguicidas en 

algunos pozos muestreados; y a partir del 2022 se tienen resultados 

con presencia de glifosato21; 

 

• Los resultados reportados por la Comisión Nacional del Agua para 

glifosato (2022) y de los componentes de plaguicidas referidos (de 

2012 a 2022), están en los límites que establece la Organización 

Mundial de la Salud y la Unión Europea22;  

 

• En el agua subterránea se encontró glifosato en 8 pozos de la 

localidad de Ich-Ek en un rango de concentración de 0.98 a 1.70  g/L; 

igualmente se determinaron concentraciones de glifosato en dos 

pozos de Bolonchén (1.11 – 1.16  g/L), Pakchén (1.02 – 1.05  g/L), 

San Juan Bautista Sacabchén (1.09 – 1.23  g/L), Suc Tuc (1.19 – 1.32 

 g/L), Cancabchén (0.94 –1.1  g/L) y Xmaben (1.14 – 1.41  g/L)23;  

 

• En el agua purificada para consumo humano que se expende en los 

dispensadores de agua purificada se encontró presencia de 

 
19 Ídem.  
 
20 https://www.gob.mx/conagua/articulos/calidad-del-agua  
 
21 Dictamen rendido por el perito en materia de calidad del agua, **********, en sus respuestas a las 
preguntas 7 (siete), 8 (ocho) y 9 (nueve). Véase fojas mil ciento cuarenta y tres a mil ciento setenta y dos 
del Tomo II del juicio de amparo 1301/2020.  
 
22 Ídem.  
 
23 Dictamen rendido por el perito en materia de calidad del agua, **********, en sus respuestas a las 
preguntas 7 (siete), 8 (ocho) y 9 (nueve). Véase fojas seiscientos setenta y nueve a seiscientos ochenta y 
ocho del tomo I del juicio de amparo 1301/2020.  

https://www.gob.mx/conagua/articulos/calidad-del-agua
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glifosato24; y,  

 

• De las muestras de orina se encontraron residuos de glifosato en 

residentes de las localidades de Ich Ek (0.47 – 0.66  g/L), Francisco 

J. Mújica (0.41 – 1.3  g/L), Suc Tuc (0.49 – 0.87  g/L), Sacabchén 

(0.35 – 0.89  g/L) y Crucero San Luis (0.36 – 0.65  g/L)25. 

 

51. Al respecto, este Alto Tribunal se pronunció sobre la presencia de 

plaguicidas en el Municipio de Hopelchén, Estado de Campeche, 

concretamente de glifosato, en el amparo en revisión 270/201526, en el 

cual se concluyó que:  

 

“(…).  
 
a) Efectos potenciales del uso del herbicida glifosato en la 
diversidad biológica, así como en la sanidad animal y vegetal. 
 
(…)  
 
Ahora bien, según los estudios realizados por la Comisión Nacional de 
Áreas Naturales Protegidas (CONANP) y la Secretaria de Desarrollo 
Urbano y Medio Ambiente del Estado de Yucatán, existe evidencia 
sobre los posibles riesgos del glifosato, entre los que se encuentra la 
disipación a los mantos acuíferos subterráneos, afectando  todas las 
formas de vida cercanas, lo que es de particular importancia en este 
caso, ya que el subsuelo de la Península de Yucatán es de 
características kársticas, es decir, su composición depende 
principalmente de rocas carbonatadas de fácil disolución, muy porosas, 
fracturadas y con una alta permeabilidad, por lo que los agroquímicos 
y otras sustancias aplicadas al suelo se desplazan rápidamente a los 
mantos acuíferos. Así, el permanente uso de este herbicida puede 
provocar graves consecuencias sobre los mantos acuíferos de las 
zonas donde se aplica.  
 
Asimismo, el glifosato puede generar afectaciones a la flora y fauna de 
la región, en tanto existe evidencia de que esta substancia y sus 
componentes resultan mortíferas para algunas especies de anfibios; 
generan malformaciones biológicas en animales como las ratas, y 

 
 
24 Ídem.  
 
25 Ídem.  
26 Bajo la Ponencia del Ministro Franco Gónzalez Salas, en sesión de cuatro de noviembre de dos mil 
quince, por unanimidad de votos.  
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reduce la absorción de nutrientes en las plantas, por lo que aumenta su 
propensión a enfermar o generar plagas. 
 
Por lo anterior, esta Sala concluye que existe evidencia suficiente para 
considerar que el uso del glifosato podría causar un impacto 
significativo en el ambiente de los quejosos.  
 
(…) 
 
En consecuencia, el uso del glifosato puede causar un impacto 
significativo en la salud de la población de aquellas comunidades que 
se ubican cerca a los polígonos de liberación, en virtud de la probable 
carcinogenicidad del glifosato.  
 
Una vez señalado todo lo anterior, esta Sala concluye que la actividad 
objeto del acto impugnado podría tener impactos significativos en 
la vida y entorno de las comunidades indígenas.  
(…)”. 
 

Énfasis añadido 

 

52. En dicho precedente se determinó que existe evidencia suficiente para 

considerar que el uso del glifosato puede causar un impacto significativo en 

la salud de la población de aquellas comunidades que se ubican cercanos 

a los polígonos de liberación, en virtud de la probable carcinogenicidad del 

glifosato. 

 

53. Debe señalarse que la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 

al Ambiente, en su artículo 3, fracción VI, establece que, por Contaminación 

se entiende como la presencia en el ambiente de uno o más contaminantes 

o de cualquier combinación de ellos que cause desequilibrio ecológico. En 

su fracción VII, dicha disposición prevé que Contaminante consiste en toda 

materia o energía en cualesquiera de sus estados físicos y formas, que al 

incorporarse o actuar en la atmósfera, agua, suelo, flora, fauna o cualquier 

elemento natural, altere o modifique su composición y condición natural27.  

 
 
27 Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entiende por:  
 
(…).  
 
VI. Contaminación: La presencia en el ambiente de uno o más contaminantes o de cualquier combinación 
de ellos que cause desequilibrio ecológico; (…).  
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54. De lo anterior se colige que, además de la presencia de sustancias químicas 

en el agua, para determinar la existencia de contaminación, es 

indispensable que dichas sustancias superen los parámetros establecidos 

por la normativa aplicable o que generen un riesgo potencial para la salud y 

medio ambiente; de ahí que resulte determinante el actuar de las 

autoridades competentes para verificar el grado de presencia de dicha 

sustancia, concretamente en los pozos de agua del Municipio de Hopelchén, 

Estado de Campeche.  

 

55. Con base en los anteriores elementos de prueba el Juez, y en aplicación del 

principio precautorio, que establece que la ausencia de certeza científica 

respecto del alcance del daño no puede interpretarse en perjuicio de la 

protección ambiental, ni justificar una conclusión de inocuidad.  

 

56. Asimismo, de acuerdo con el principio in dubio pro natura, ante la duda 

razonable sobre los efectos ambientales de la presencia de plaguicidas en 

el agua, el juez debió realizar la interpretación probatoria y jurídica en el 

sentido más favorable al medio ambiente y privilegiar su conservación frente 

a intereses contrapuestos. 

 

57. Por lo anterior, este Alto Tribunal concluye que al obrar, en el expediente de 

origen, evidencia suficiente para determinar la presencia de plaguicidas en 

los pozos de agua, concretamente de glifosato, en el Municipio de 

Hopelchén, Estado de Campeche, y con base en el principio precautorio la 

incertidumbre sobre el riesgo ambiental impone el deber jurisdiccional de 

anticipar la protección frente al riesgo plausible y probable que se acredita 

con pruebas ofrecidas por las comunidades recurrentes.  

 

 
VII. Contaminante: Toda materia o energía en cualesquiera de sus estados físicos y formas, que al 
incorporarse o actuar en la atmósfera, agua, suelo, flora, fauna o cualquier elemento natural, altere o 
modifique su composición y condición natural; (…).  
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58. De igual forma, en aplicación al principio in dubio pro natura, este Tribunal 

Pleno determina que, al existir indicios sobre la presencia de glifosato en los 

pozos de agua en el Municipio de Hopelchén, Estado de Campeche, 

independientemente del conocimiento o desconocimiento de la situación de 

peligro que se desprenda de la información científica, la interpretación que 

favorezca a la conservación del medio ambiente es la que debe prevalecer; 

por tanto, deben tomarse las medidas necesarias para la protección de éste, 

las cuales se especificarán en el apartado de efectos de esta sentencia.  

 

59. Asimismo, al advertirse que los ahora recurrentes y quejosas son 

comunidades indígenas del Municipio de Hopelchén, Estado de Campeche, 

debe permitírseles el acceso pleno a la jurisdicción del Estado por conducto 

de sus representantes en defensa de sus derechos fundamentales 

colectivos, tal y como lo hacen en el presente asunto.  

 

60. Por esa razón, este Tribunal Pleno determina que, en el caso, al tratarse las 

quejosas de comunidades indígenas, la apreciación de las pruebas debe 

realizarse con base en la carga dinámica de la prueba, cuya regla de 

distribución probatoria, obliga a probar un hecho a la parte que esté en 

mejores condiciones de hacerlo, y no necesariamente a quien afirme este 

hecho, por lo que debe reconocerse la eficacia probatoria de los indicios 

destacados, así como ponderar el conocimiento científico disponible con la 

realidad que se tiene respecto de la posible contaminación al medio 

ambiente en el territorio de las comunidades quejosas.  

 

 

61. En ese sentido, para las comunidades indígenas la posible contaminación 

en sus pozos de agua no sólo implica una afectación al medio ambiente, 

sino una afectación directa a sus derechos fundamentales.  

 

62. Por todo lo fundado y razonado, debe concluirse que, en aplicación de los 
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principios de precaución e in dubio pro natura, y con base en la carga 

dinámica de la prueba, ante la existencia de un probable riesgo ambiental, 

consistente en la presencia de plaguicidas, concretamente de glifosato, en 

los pozos de agua ubicados en el Municipio de Hopelchén, Estado de 

Campeche, resultan sustancialmente fundados los agravios planteados por 

las comunidades indígenas recurrentes, por lo que ha lugar a conceder la 

protección constitucional a la parte quejosa respecto de las omisiones 

reclamadas y para los efectos que en el siguiente apartado se precisan.  

 

VI. EFECTOS 

 

63. Con fundamento en el artículo 77, fracción II, de la Ley de Amparo28, se 

concede el amparo a la parte quejosa respecto de las siguientes 

autoridades y efectos, sin menoscabo de que, al tratarse de omisiones 

administrativas por parte de las autoridades señaladas como responsables, 

su implementación y cumplimiento deberá ser progresivo, de acuerdo con 

su capacidad operativa para el cumplimiento de la sentencia de amparo.  

 

64. Con fundamento en el artículo 32 Bis, fracciones II, XIV y XXXI de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal29; artículos 5, fracciones I y 

 
 
28 Artículo 77. Los efectos de la concesión del amparo serán: (…). 
 
II. Cuando el acto reclamado sea de carácter negativo o implique una omisión, obligar a la autoridad 
responsable a respetar el derecho de que se trate y a cumplir lo que el mismo exija. 
En el último considerando de la sentencia que conceda el amparo, la persona juzgadora deberá determinar 
con precisión los efectos del mismo, especificando las medidas que las autoridades o particulares deban 
adoptar para asegurar su estricto cumplimiento y la restitución de la persona quejosa en el goce del 
derecho. (…). 
29 Artículo 32 Bis. A la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales le corresponde el despacho 
de los siguientes asuntos: (…).  
II. Formular, conducir y evaluar la política en materia de recursos naturales, siempre que no estén 
encomendados expresamente a otra dependencia; así como en materia de ecología, saneamiento 
ambiental, agua, regulación ambiental del desarrollo urbano y de la actividad pesquera, con la participación 
que corresponda a otras dependencias y entidades; (…).  
XIV. Evaluar la calidad del ambiente, establecer y promover el sistema de información ambiental, que 
incluya los sistemas de monitoreo de la atmósfera, de cambio climático, de suelos y cuerpos de agua de 
jurisdicción federal, los inventarios de recursos naturales y de población de fauna silvestre, en coordinación 
con autoridades federales, estatales y municipales, instituciones de investigación y educación superior, así 
como las dependencias y entidades que correspondan; (…). 
XXXI. Impulsar acciones para garantizar el acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo 
personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable, asequible y preferente sobre cualquier otro 
uso; intervenir en el acceso al agua para el sector productivo y energético, a través de instrumentos 
establecidos en la normativa aplicable, siguiendo los principios y criterios de equidad y sustentabilidad; 
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XI, 117, 119 y 120, fracción V, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y 

la Protección al Medio Ambiente30, por lo que hace a la Secretaría de Medio 

Ambiente y Recursos Naturales, ante la omisión reclamada, consistente 

en garantizar un medio ambiente sano, en específico al disfrute al recurso 

hídrico por la falta de implementación de políticas públicas ante la presencia 

de residuos y plaguicidas peligrosos en las comunidades de los quejosos, 

así como la falta de manejo adecuado de los residuos de plaguicidas 

altamente peligrosos en las comunidades de Hopelchén, dicha Secretaría 

debe realizar lo siguiente:  

  

• Establecer y promover un sistema de información ambiental, que 

incluya los sistemas de monitoreo de los cuerpos de agua, en 

coordinación con autoridades federales, estatales y municipales, 

instituciones de investigación y educación superior, así como las 

dependencias y entidades que correspondan, en el Municipio de 

Hopelchén, Estado de Campeche; esto a efecto de que la población 

en general tenga acceso a la información que se recabe por parte de 

 
fomentar y apoyar los servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales 
que realicen las autoridades locales y las organizaciones comunitarias, así como programar, proyectar, 
construir, administrar, operar y conservar por sí, o mediante el otorgamiento de la asignación o concesión 
que en su caso se requiera, o en los términos del convenio que se celebre, las obras y servicios de 
captación, potabilización, tratamiento de aguas residuales o servidas, conducción y suministro de aguas 
de jurisdicción federal; (…).  
30 Artículo 5o. Son facultades de la Federación: 
I. La formulación y conducción de la política ambiental nacional; (…). 
XI. La regulación del aprovechamiento sustentable, la protección y la preservación de las aguas 
nacionales, la biodiversidad, la fauna y los demás recursos naturales de su competencia; (…).  
 
Artículo 117. Para la prevención y control de la contaminación del agua se considerarán los siguientes 
criterios: 
I. La prevención y control de la contaminación del agua, es fundamental para evitar que se reduzca su 
disponibilidad y para proteger los ecosistemas del país; 
II. Corresponde al Estado y la sociedad prevenir la contaminación de ríos, cuencas, vasos, aguas marinas 
y demás depósitos y corrientes de agua, incluyendo las aguas del subsuelo; 
III. El aprovechamiento del agua en actividades productivas susceptibles de producir su contaminación, 
conlleva la responsabilidad del tratamiento de las descargas, para reintegrarla en condiciones adecuadas 
para su utilización en otras actividades y para mantener el equilibrio de los ecosistemas; 
IV. Las aguas residuales de origen urbano deben recibir tratamiento previo a su descarga en ríos, cuencas, 
vasos, aguas marinas y demás depósitos o corrientes de agua, incluyendo las aguas del subsuelo; y 
V. La participación y corresponsabilidad de la sociedad es condición indispensable para evitar la 
contaminación del agua. 
Artículo 119. La Secretaría expedirá las normas oficiales mexicanas que se requieran para prevenir y 
controlar la contaminación de las aguas nacionales, conforme a lo dispuesto en esta Ley, en la Ley de 
Aguas Nacionales, su Reglamento y las demás disposiciones que resulten aplicables. 
 
Artículo 120. Para evitar la contaminación del agua, quedan sujetos a regulación federal o local: (…). 
V. La aplicación de plaguicidas, fertilizantes y sustancias tóxicas; (…).  
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las autoridades competentes. 

 

• Formular, conducir y evaluar la política en materia de recursos 

naturales y agua, con la participación que corresponda a otras 

dependencias y entidades; en particular con la Comisión Nacional del 

Agua.  

 

• Impulsar las acciones necesarias para garantizar el acceso, 

disposición y saneamiento de agua para consumo personal y 

doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable, asequible y 

preferente sobre cualquier otro uso; con especial atención en el 

Municipio de Hopelchén, Estado de Campeche.   

 

65. De conformidad con los artículos 9 y 86 de la Ley de Aguas Nacionales31, la 

Comisión Nacional del Agua debe: 

 

• Formular y realizar estudios para evaluar la calidad de los cuerpos de 

agua del Municipio de Hopelchén, Estado de Campeche, por lo que 

hace a la presencia de glifosato.  

 

• Realizar, de forma permanente, un monitoreo sistemático respecto de 

 
31 Artículo 9o. "La Comisión" es un órgano administrativo desconcentrado de "la Secretaría", que se regula 
conforme a las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos, de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal y de su Reglamento Interior. 
 
(…). 
 
Son atribuciones de "la Comisión" en su Nivel Nacional, las siguientes: 
 
I. Fungir como la Autoridad en materia de la cantidad y de la calidad de las aguas y su gestión en el 
territorio nacional y ejercer en consecuencia aquellas atribuciones que conforme a la presente Ley 
corresponden a la autoridad en materia hídrica, dentro del ámbito de la competencia federal, con apego a 
la descentralización del sector agua, excepto las que debe ejercer directamente el Ejecutivo Federal o "la 
Secretaría" y las que estén bajo la responsabilidad de los Gobiernos de los estados, de la Ciudad de 
México o municipios; 
(…). 
 
Artículo 86. "La Autoridad del Agua" tendrá a su cargo, en términos de Ley: (…).  
II. Formular y realizar estudios para evaluar la calidad de los cuerpos de agua nacionales; (…). 
XIII. Realizar: 
a. El monitoreo sistemático y permanente de la calidad del agua, y mantener actualizado el Sistema de 
Información de la Calidad del Agua a nivel nacional, coordinado con el Sistema Nacional de Información 
sobre cantidad, calidad, usos y conservación del Agua en términos de esta Ley; (…).   
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la calidad del agua en las comunidades quejosas del Municipio de 

Hopelchén, Estado de Campeche; de forma concreta sobre la 

presencia de glifosato en los pozos de agua de la región.  

 

• La información que se recabe de los estudios y monitoreos antes 

citados, la autoridad deberá hacer públicos los resultados, en 

cumplimiento al artículo 6 de la Constitución Federal.  

 

66. Respecto de la omisión reclamada, con fundamento en el artículo 3, fracción 

I, inciso g), del Reglamento de la Comisión Federal para la Protección 

Contra Riesgos Sanitarios32 y el Acuerdo Específico de Coordinación para 

el ejercicio de facultades en materia de control y fomento sanitario que 

celebran la Secretaría de Salud y el Estado de Campeche, la Comisión 

Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, debe:  

 

• Ejercer la regulación, control, vigilancia y fomento sanitarios, que en 

términos de las disposiciones aplicables corresponden a la Secretaría 

de Salud, respecto de plaguicidas y fertilizantes en las comunidades 

quejosas del Municipio de Hopelchén, Estado de Campeche, 

concretamente, sobre el glifosato.  

 

67. Lo anterior debe realizarlo en coordinación con la Comisión para la 

Protección contra Riesgos Sanitarios del Estado de Campeche, así 

como la Secretaría de Salud del Estado de Campeche, de acuerdo con 

la cláusula quinta del Acuerdo de Coordinación citado.  

 

68. Conforme al artículo 37 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 

 
32 Artículo 3. Para el cumplimiento de su objeto, la Comisión Federal tiene a su cargo las siguientes 
atribuciones: 
  
I. Ejercer la regulación, control, vigilancia y fomento sanitarios, que en términos de las disposiciones 
aplicables corresponden a la Secretaría en materia de: (…). 
 
g. plaguicidas y fertilizantes; (…).  
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Estado de Campeche33, en cuanto a la omisión reclamada a la Secretaría 

de Medio Ambiente, Biodiversidad, Cambio Climático y Energía del 

Estado de Campeche, debe: 

 

• En coordinación con las diferentes autoridades federales, estatales y 

municipales, formular, promover, conducir, ejecutar, difundir o, en su 

caso, evaluar las políticas, programas, acciones y estrategias de 

protección al Medio Ambiente que se generen en el Municipio de 

Hopelchén, Estado de Campeche, en cuanto al plaguicida 

denominado glifosato.  

 

• Promover la participación ciudadana en la formulación, aplicación y 

vigilancia de la política ambiental en el Estado.  

 

• Aplicar y vigilar el cumplimento de esas políticas.  

 

69. Finalmente, con fundamento en los artículos 6, párrafo segundo, de la 

Constitución Política del Estado de Campeche34; 63 y 64 de la Ley Orgánica 

 
33 Artículo 37. A la Secretaría de Medio Ambiente, Biodiversidad, Cambio Climático y Energía le 
corresponde el despacho de los siguientes asuntos: 
I. Formular, normar, promover, conducir, ejecutar, difundir y evaluar las políticas, programas, acciones y 
estrategias de protección al Medio Ambiente y la Biodiversidad, para fomentar el Desarrollo Sustentable, 
así como coadyuvar en las medidas para atender el Cambio Climático en el Estado, con base en la 
legislación vigente, en coordinación con las diferentes autoridades federales, estatales y municipales. 
II. Establecer, conducir, realizar, difundir, promover, coordinar y evaluar las políticas, programas, acciones 
y estrategias sectoriales de desarrollo energético en el ámbito de la competencia estatal, conforme a la 
legislación correspondiente y las directrices establecidas en el Plan Estatal de Desarrollo; 
III. Coadyuvar con los gobiernos Federal, Estatal y Municipal, así como con los sectores social y privado, 
en la realización conjunta y coordinada de acciones de protección y restauración ambiental e instrumentar, 
regular y promover la utilización de técnicas y procedimientos de desarrollo sustentable, para racionalizar 
el uso de los recursos naturales del Estado; (…). 
XXV. Promover la participación ciudadana en la formulación, aplicación y vigilancia de la política ambiental 
en el Estado; (…). 
XXIX. Aplicar y vigilar el cumplimento de las políticas, leyes, normas y reglamentos para prevenir, atenuar 
y remediar, en su caso, la contaminación ambiental; (…).  
 
34 Artículo 6. Además de lo que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prescribe sobre 
derechos garantizados para toda persona que se encuentra en territorio nacional, las que estén en territorio 
campechano gozarán de los demás derechos humanos que la presente Constitución reconoce y garantiza 
en su ejercicio, así como los que surjan de los convenios internacionales suscritos por el Estado Mexicano 
y de las leyes que emita el Congreso de la Unión emanadas de la Carta Federal. (…). 
Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado 
promoverá y garantizará el respeto de este derecho. (…).  
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de los Municipios del Estado de Campeche35; 101 y 102 del Reglamento 

Interior del Honorable Ayuntamiento del Municipio de Hopelchén36, así como 

el diverso 13 del Reglamento de la Administración Pública del Municipio de 

Hopelchén37 ante las omisiones reclamadas al Ayuntamiento de 

Hopelchén, Estado de Campeche, éste debe:  

 

• Establecer, en caso de que no esté integrada, la Comisión 

Permanente de Protección al Medio Ambiente, que será presidida por 

el Presidente Municipal.  

 

• Dicha Comisión debe presentar un informe detallado sobre el estado 

que guardan las comunidades quejosas que integran el Municipio de 

Hopelchén, respecto de la presencia en la región del plaguicida 

denominado glifosato.  

 

• El Presidente Municipal, por conducto de los Organismos 

Centralizados y las Entidades de la Administración Pública Municipal, 

promoverá y cuidará que se cumplan, entre otros principios y valores, 

la conjugación de acciones de desarrollo con políticas públicas y 

normas tendentes a preservar el equilibrio ecológico y la protección al 

medio ambiente en bienes y zonas de jurisdicción municipal. 

 
35 Artículo 63. El Ayuntamiento para el eficaz ejercicio de sus atribuciones, establecerá Comisiones que 
integradas por miembros del Ayuntamiento, a propuesta del Presidente Municipal, tendrán por objeto 
estudiar, examinar y proponer acuerdos, acciones o normas para mejorar la administración pública 
municipal, resolver problemas municipales, vigilar el cumplimiento de las disposiciones y acuerdos e 
informar, respecto a la materia que se les asigne. 
 
Artículo 64. Las Comisiones del Ayuntamiento serán: 
I. Permanentes: (…). 
C. La de Protección al Medio Ambiente, que será presidida por el Presidente Municipal; (…). 
36 Artículo 101. El Ayuntamiento establecerá, las siguientes Comisiones: (…). 
I. Permanentes: (…). 
c) La de Protección al Medio Ambiente, que será presidida por la presidenta o el presidente municipal. (…). 
 
Artículo 102. Las comisiones estarán obligadas a presentar en cualquier momento en que sean requeridas 
por el Ayuntamiento, un informe detallado sobre el estado que guardan sus respectivos ramos y las 
medidas que a su juicio deban adoptarse para un mejor funcionamiento del mismo.  
 
37 Artículo 13. La Presidenta o el Presidente Municipal a través de los Organismos Centralizados y las 
Entidades de la Administración Pública Municipal, promoverá y cuidará que se cumplan los siguientes 
principios y valores: (…). 
VII. La conjugación de acciones de desarrollo con políticas públicas y normas tendentes a preservar el 
equilibrio ecológico y la protección al medio ambiente en bienes y zonas de jurisdicción municipal; y (…). 
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70. Ahora bien, las autoridades responsables, en el ámbito de sus competencias 

y conforme a los parámetros previstos en la Norma Oficial Mexicana NOM-

127-SSA1-2021, agua para uso y consumo humano. Límites permisibles de 

la calidad del agua38, deben ejercer acciones de regulación, control y 

vigilancia respecto de la calidad del agua en el Municipio de Hopelchén, 

Estado de Campeche.  

 

71. Además, el Juzgado de Distrito debe adoptar las acciones y medidas 

pertinentes para el cabal cumplimiento de la presente ejecutoria, de 

conformidad con el artículo 197 de la Ley de Amparo39, el cual establece 

que todas las autoridades que tengan o deban tener intervención en el 

cumplimiento de la sentencia están obligadas a realizar, dentro del ámbito 

de su competencia, los actos necesarios para su eficaz cumplimiento.  

 

72. Por las razones y fundamentos expuestos, queda firme el sobreseimiento 

decretado, se modifica la sentencia recurrida y se concede la 

protección constitucional respecto de los actos reclamados y efectos que 

se precisan en esta ejecutoria.  

 

VII. DECISIÓN 

 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:  

 

PRIMERO. Queda firma el sobreseimiento decretado por el Juez de Distrito. 

 

SEGUNDO. Se modifica la sentencia recurrida.  

 

 
38 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de mayo de dos mil veintidós.  
 
39 Artículo 197. Todas las autoridades que tengan o deban tener intervención en el cumplimiento de la 
sentencia, están obligadas a realizar, dentro del ámbito de su competencia, los actos necesarios para su 
eficaz cumplimiento y estarán sujetos a las mismas responsabilidades a que alude este Capítulo.  
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TERCERO. La Justica de la Unión ampara y protege a la parte quejosa, en 

contra de los actos reclamados y con los efectos que se precisan en el 

apartado VI de esta ejecutoria.  

 

Notifíquese; con testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos al 

Juzgado de Distrito de origen y, en su oportunidad, archívese el expediente 

como asunto concluido.  

 

 

En términos de lo previsto en los artículos 112 y 115 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública; así como en el Acuerdo General 11/2017, el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre de dos mil 
diecisiete en el Diario Oficial de la Federación, y en el artículo 18 del Reglamento de Sesiones 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de Integración de las listas con asuntos con 
proyecto de resolución, publicado en el Diario Oficial de la Federación el cuatro de septiembre 
de dos mil veinticinco, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente 
como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos. 
 

 

 


